
El Programa de Libertad de Expresión y Derecho a la Información (PROLEDI)
de la Universidad de Costa Rica expresa su profunda preocupación ante la
decisión del Gobierno de declarar secreto de Estado, mediante decreto
ejecutivo, una amplia gama de actuaciones, procedimientos, documentos y
actos administrativos, bajo el argumento de que su divulgación podría
perjudicar gravemente la seguridad y la defensa nacionales. (Decreto
Ejecutivo N° 45870 MSP, publicado en La Gaceta del 10 de agosto) 

Una medida de esta naturaleza resulta contraria a los principios de
publicidad, transparencia, máxima divulgación y rendición de cuentas,
fundamentales para garantizar el acceso de las personas a los asuntos de
interés público y la fiscalización del ejercicio de las competencias estatales.
El acceso a la información pública es un derecho tutelado por el
ordenamiento convencional, constitucional y legal, y constituye una
herramienta indispensable para el control democrático de las autoridades, la
participación ciudadana en los asuntos públicos y el ejercicio de la libertad
de prensa.

El acceso a la información pública sustenta el adecuado funcionamiento de la
democracia, pues constituye una condición indispensable para la
participación ciudadana en la gestión pública y para la vigencia efectiva de
otros derechos fundamentales. Este derecho comprende la facultad de toda
persona de solicitar y recibir información que se encuentre bajo el control
del Estado, así como la obligación positiva de las autoridades de
suministrarla. Parte, además, de un principio esencial: la información de
interés público pertenece a la ciudadanía y su acceso no constituye un favor
ni una concesión de las autoridades.
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Por ello, cualquier restricción al acceso a la información debe interpretarse
de manera estricta y excepcional. Toda información que se encuentre en
poder de las administraciones públicas se presume pública y solo puede ser
sometida a reserva cuando exista una justificación suficiente y una
habilitación legal expresa. Si bien el artículo 30 de la Constitución Política
reconoce los secretos de Estado como un límite al acceso a los
departamentos administrativos en busca de información de interés público,
esta disposición no confiere a las autoridades una potestad discrecional e
ilimitada para determinar qué información puede ser sustraída del
conocimiento público.

Costa Rica, además, carece de una legislación específica que regule de
manera integral la figura del secreto de Estado. La única disposición legal
que contempla expresamente esta posibilidad se encuentra en el artículo 16
de la Ley de Policía, según el cual «los informes y los documentos internos de
la Dirección de Seguridad del Estado son confidenciales. Podrán declararse
secreto de Estado, mediante resolución del Presidente de la República».

La Sala Constitucional ha reconocido que el secreto de Estado, en tanto
límite al derecho de acceso a la información, se encuentra sujeto a reserva de
ley. Asimismo, ha advertido que la ausencia de una regulación legislativa «ha
provocado una grave incertidumbre y ha propiciado la costumbre contra
legem del Poder Ejecutivo de calificar, por vía de decreto ejecutivo, de forma
puntual y coyuntural, algunas materias como reservadas o clasificadas por
constituir, a su entender, secreto de Estado».

Por su parte, la doctrina ha señalado que el secreto de Estado puede
comprender materias vinculadas con la seguridad nacional, la defensa
nacional frente a agresiones que atenten contra la soberanía e
independencia del Estado y las relaciones exteriores. Se trata, por tanto, de
ámbitos excepcionales que no pueden utilizarse como fundamento genérico
para sustraer información de interés público del conocimiento de la
ciudadanía.
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En este contexto, si el derecho de acceso a la información se encuentra sometido
a un sistema restringido de excepciones, la ausencia de una regulación legal
específica debería conducir a una mayor protección del derecho y no a su
ampliación mediante disposiciones de rango reglamentario.

El decreto ejecutivo cuestionado no solo carece del fundamento legal necesario
para establecer una reserva de esta amplitud, sino que además extiende
significativamente el ámbito de la información sometida a confidencialidad. La
medida alcanza no solo a la Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional, sino
también al Consejo Nacional de Seguridad Pública y al Grupo de Trabajo del
Gobierno de Costa Rica denominado «Fuerza Élite». Asimismo, incorpora dentro
de la materia clasificada expedientes de contratación administrativa, identidades
de proveedores, contratos adjudicados y su ejecución, entre otros aspectos.

A ello se suma que el decreto impone deberes de confidencialidad a funcionarios
públicos y agentes privados, no establece un plazo determinado para que la
ciudadanía pueda acceder a la información reservada y, además, no satisface la
carga de fundamentación necesaria para demostrar que las restricciones
impuestas resultan necesarias, idóneas y proporcionales para proteger un
interés legítimo de seguridad nacional.
La utilización de un decreto ejecutivo para establecer restricciones de esta
magnitud constituye una grave afectación al derecho de las personas a acceder a
información de interés público, al derecho a saber y al ejercicio legítimo de la
libertad de prensa. La opacidad en el ejercicio del poder público no puede
convertirse en una herramienta para limitar el escrutinio ciudadano ni la
fiscalización periodística.

El secreto de Estado debe ser una excepción estrictamente delimitada y
debidamente justificada, nunca un mecanismo para sustraer del conocimiento
público actuaciones relacionadas con el ejercicio de las competencias estatales.
La falta de transparencia debilita el control democrático y puede generar
condiciones propicias para la corrupción, el abuso del poder y la vulneración de
los derechos fundamentales de la ciudadanía.
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